 En la ciudad de Pergamino, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en la causa N° 4246-21 caratulada "DURSO LORENA NOEMI C/ MAZA MARIANO HERNAN S/ ALIMENTOS", Expte. N° 26.985 del Juzgado de Familia N° 1 se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: Roberto Manuel Degleue y Graciela Scaraffía, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S:
I) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?.

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

A la primera cuestión el señor Juez, Roberto Manuel Degleue dijo:

El señor Juez de primera instancia falló en la presente haciendo lugar a la demanda de alimentos instaurada por la actora en representación de sus hijos Martina Maza, V.,M. y A.,M., fijando en concepto de cuota alimentaria que mensualmente el demandado debe abonar, en la suma de  veinticinco mil ($ 25.000), para cada uno de ellos, es decir, un total de setenta y cinco mil pesos ($ 75.000.-) con más el pago de la obra social y la cuota del Colegio al que asisten los hijos menores de edad. Asimismo, desestimó la fijación de la cuota extraordinaria y estableció que la presente cuota alimentaria debe abonarse por mes adelantado y rige a partir de la fecha de interposición de la demanda a la que deberá deducirse la suma abonada por el alimentante en carácter de alimentos provisorios. Finalmente, postergó la fijación de cuota suplementaria para atender las cuotas alimentarias atrasadas desde la fecha de interposición de la demanda. Impuso las costas al demandado que resulta perdidoso y difirió la regulación de los honorarios de las letradas intervinientes.

Disconforme con lo resuelto, mediante presentación electrónica de fecha 5-9-2023 interpuso recurso de apelación la actora de autos, presentando el correspondiente memorial el día 13-9-2023.

Luego de describir la situación fáctica de la presente, la accionante se duele de la cuantificación realizada por el sentenciante de grado, estimándola exigua, señalando que el importe fijado no cubre mínimamente los gastos básicos de alimentación, vestimenta, educación, recreación  y salud, pese a que además se fijó el pago de obra social y colegio privado de los menores a cargo del progenitor. Considera que a situación empeorará ya que la hija mayor comenzará a cursar una carrera universitaria en la ciudad de Rosario, lo cual se traduce en un aumento de los gastos habituales como alquiler de un inmueble, viajes, alimentación, fotocopias, matriculas, vestimenta etc..

  Achaca que el a-quo no haya considerado que el demandado está a cargo de la dirección de la fábrica de "Helados La Fe", que asumió como vicepresidente de la Federación Argentina de Pádel, que adquirió bienes a su nombre posteriormente a la ruptura del matrimonio, así como tampoco el alto estándar de vida que el obligado alimentario oculta y la posición que realmente ocupa en la empresa familiar. 

Se queja de que si bien se fijó una cuota alimentaria en pesos y en especie,  no  se estableció un porcentaje ni plazo de actualización de la cuota alimentaria, teniendo en cuenta que vivimos en un país con altos índice de inflación. Considera que lo más justo para los intereses de los niños es la aplicación de una actualización del 20% semestral o un 40% anual.

 En otro punto se agravia del rechazo al pago de gastos extraordinarios en que deba incurrir en relación a los niños, como viajes escolares, cumpleaños, inicio de clases, gastos médicos que no sean cubiertos por la obra social, entre otros.

Finalmente, manifiesta que si bien el a-quo cita doctrina y jurisprudencia en torno a que la obligación de los padres de mantener a sus hijos es compartida, no se respetó en el caso la igualdad entre padre y madre ni la proporcionalidad en mérito a lo que cada uno puede y debe pagar como así tampoco se ha reparado en la circunstancia que la madre, además de trabajar fuera de su casa, cuando llega del trabajo debe ocuparse de las tareas del hogar, la atención de los chicos y la supervisión de las tareas escolares virtuales, sin ningún tipo de ayuda del padre.

Peticiona se haga lugar al recurso deducido y se fije en concepto de cuota alimentaria a favor de los niños la suma de $30.000 para cada uno de ellos, es decir, un total de noventa mil pesos ($90.000), con más la obra social para los tres niños, la cuota del colegio para los menores y la actualización automática en un 20% semestral o un 40% anual y con más el 50% de los gastos extraordinarios que se originen.

En fecha 1-9-2023 apeló el demandado, quien fundó su recurso mediante la presentación de fecha 18/9/2023.

Comienza su queja el accionado señalando que la sentencia primera carece de fundamentación adecuada, ya que no guarda relación con las constancias objetivas que la causa exhibe, afectando seriamente el derecho constitucional de defensa de su parte y vulnera el principio de congruencia que debe primar en toda decisión judicial en tanto falla otorgando más de lo pedido por la parte. 

Entiende que lo otorgado supera la pretensión actoral en un 145%, afectando el principio de congruencia, la garantía constitucional de defensa en juicio y vulnerando consecuentemente el derecho patrimonial del demandado.

Denuncia parcialidad del a-quo al valorar la prueba rendida, principalmente en cuanto a la convivencia de los menores y la situación laboral de la actora. 

Afirma que el Juzgador anterior no valoró el aporte en especie que efectúa el accionado al proporcionar la vivienda para sus hijos durante el tiempo que los mismos permanecen bajo la guarda de la actora, afectando el derecho patrimonial de su parte. Agrega que la prueba rendida y del propio reconocimiento actoral surge que habita un inmueble de propiedad del demandado, que fue adquirido a través de un crédito hipotecario PROCREAR, el cual se encuentra abonando. 
Refiere por último a la legitimación que el sentenciante le concede a la accionante, en relación a la mayor de las hijas comunes, quien adquirió la mayoría de edad y reside de manera alternada con ambos progenitores, que debió ser citada a fin de tomar intervención en estos actuados por derecho propio y/o que ratifique lo actuado por su madre durante su minoridad, que al no hacerlo, la sentencia dictada es nula a su respecto.
Peticiona en definitiva se revoque el fallo cuestionado.

Conferidos los traslados pertinentes, queda incontestado el correspondiente a la actora, a quien se dió por perdido el derecho dejado de usar. Por su parte, evacua el suyo el demandado el 27-9-2023, mediante el cual rebate los argumentos expuestos por la actora y solicita el rechazo del recurso deducido.

A su turno la Sra. Asesora de Incapaces en fecha 9-10-2023 dictamina al respecto solicitando se haga lugar al recurso interpuesto por la parte actora.

En fecha 12/10/2023 se dictó el llamamiento de autos, providencia que firme a la fecha, deja la causa en condiciones de ser fallada.

Liminarmente, en punto a la petición de nulidad del demandado a raíz del incumplimiento por parte del Juzgado de la citación de su hija Martina a comparecer en autos y/o ratificar lo actuado por su madre por haber arribado a los 18 años de edad, debo señalar que de acuerdo a lo establecido por el art. 662 del CCyC, se ha ampliado notoriamente la legitimación procesal en materia alimentaria, pues “(…) el progenitor que convive con el hijo mayor de edad tiene legitimación para obtener la contribución del otro hasta que el hijo cumpla veintiún años, facultándolo para iniciar el juicio alimentario o, en su caso, continuar el proceso promovido durante la minoría de edad del hijo para que el juez determine la cuota que corresponde al otro progenitor. La norma zanja, entonces, en forma afirmativa, la vieja discusión sobre la legitimación activa de la madre para intervenir o continuar su intervención en procesos judiciales en los que se reclame alimentos para el hijo mayor de 18 años. La norma citada, consagra el derecho del progenitor conviviente con el menor de edad de cobrar y administrar las cuotas alimentarias devengadas, y prevé la posibilidad de que las partes de común acuerdo, o el juez, a pedido de alguno de los progenitores o del hijo, pueden fijar una suma que el hijo debe percibir directamente del progenitor no conviviente”. (Bilvao Aranda, Facundo Martin, “Alimentos de menores de edad a la luz del nuevo Código Civil y Comercial”, DFyP 2015 –mayo-, 9, Cita Online: AR/DOC/1114/2015)" (conf. CC0102 MP 173241 48-R I 28/02/2023).

Dicho de otra forma, el progenitor o progenitora que convive con el hijo/a mayor de 18 años (como en el caso) no solamente tiene legitimación procesal activa para iniciar la acción de alimentos sino también para continuar el proceso promovido durante la minoría de edad de aquél y en cualquier instancia en que se encuentre.

No obstante lo expuesto, ésta Alzada en fecha 27-2-2024 ordenó notificar a la joven Martina la sentencia dictada 31-8-2023 por el Juez de Familia y citarla a tomar intervención en autos en debida forma, lo que ocurrió efectivamente el 29-2-2024, notificándose personalmente del decisorio de grado y prestando total conformidad a la expresión de agravios presentada por su progenitora. 
Consecuentemente, por los fundamentos reseñados se rechaza el agravio en cuestión.  

Sentado lo que precede, y entrando a resolver la cuestión medular, debo señalar que hallándose reconocido en autos el derecho a la prestación alimentaria de los menores, el quantum de la misma debe determinarse atendiendo el interés superior del niño y su derecho al sustento y a un nivel de vida adecuado (arts. 3 inc.1, 6, 24, 27 inc.1, 28 y 31 de la Convención sobre los Derechos del Niño; art. 75 inc.22 de la Constitución Nacional).-

En dicho orden, ha puntualizado la Corte Suprema de la Nación, que la prestación alimentaria tiene raíz constitucional (sent. del 16-V-2000, LL, 2001-B-638).

Ha de partirse asimismo de la base de que los arts. 658, 659, 660 y ccs. del CCyC establecen el sistema de igualdad de padre y madre, pesando la obligación debida a los hijos menores sobre ambos progenitores, incidiendo en el monto de la cuota, la situación económica de las partes y las necesidades del menor acorde a su edad, debiendo tenerse en cuenta para fijar su importe, las contribuciones que el progenitor conviviente realiza en especie a través de cuidado, atención y educación (conf. SCBA Ac.101337 del 12-8-2008, citado por esta Cámara en causa Nº 735-10 RSD 11 del 11/2/2011).

Establecido lo anterior, discutida la cuantía de la cuota alimentaria fijada por el magistrado de familia, corresponde verificar si la misma se encuentra ajustada a derecho.

Todo ello sin dejar de tener en consideración que el monto alimentario no debe constituir una ecuación matemática, resultando indispensable la ponderación justa y equilibrada de todas las circunstancias que justifican el monto de la cuota evitándose, de tal modo, que la cuantía de esa pensión revista carácter arbitrario (arts. 658, 659, 660, 661 y ccs. del CCyC; Ac. 117.566, S. del 23-12-2014). 

Al respecto señalo que en autos, se evaluaron distintas pruebas que permiten corroborar las circunstancias atinentes a la fijación y monto de la cuota alimentaria. 
Así, de la documentación y de la prueba informativa acompañada el 16-3-2022 y 21-3-2022 se tiene acreditado que Martina Maza concurría y A. M. concurre al establecimiento educativo Colegio Nuestra Señora del Huerto y el menor V. M. al Colegio ICADE, ambos de nuestra ciudad. Del oficio contestado el 11-3-2022 se acredita que V. M. asiste al Club Gimnasia y Esgrima de Pergamino. Acompaña la actora recibo que atestigua la concurrencia de Martina a las clases de acrobacia. También surge de la prueba informativa de fecha 11-3-2022 que el progenitor tiene afiliado a sus tres hijos, en calidad de beneficiarios, en su obra social OSAM. Con fechas 2-3-2022, 3-3-2022, 4-3-2022, 15-3-2022 y 28-3-2022 lucen contestaciones de oficio de diferentes entidades bancarias. En fecha 29-3-2022 obran las declaraciones de los testigos ofrecidos. En fecha 20-5-2022 la Dirección Provincial de Personas Jurídicas de la Provincia de Buenos Aires contesta el oficio diligenciado oportunamente. Asimismo, la accionante acompaña en fecha 18-3-2022 y 19-5-2022 prueba relativa a la titularidad de bienes muebles e inmueble. Con fecha 29-11-2022 obra el acta de la audiencia celebrada por el magistrado de grado con los niños y en presencia de una representante de la Asesoría de Menores. Y en fecha 9-3-2023 la  perito Asistente Social del Juzgado de Familia presenta el informe socio ambiental.

Del informe practicado en el domicilio de la Sra. Durso surge relevante para la resolución de la presente que la misma reside en el inmueble que supo ser asiento del hogar conyugal, ubicado en Lote 20 del Barrio Campos del Sur de Pergamino, zona suburbana alejada el radio céntrico de la ciudad, junto a los menores de edad de autos. La vivienda consta de cocina-comedor, baño interior instalado, dos habitaciones, amplio patio y el mobiliario y equipamiento del hogar resulta adecuado y suficiente, sin detentar condiciones de lujo ni suntuosidad. 

En el aspecto económico-laboral la accionante manifiestó desempeñase formalmente como empleada de comercio, despliega tareas de cajera en una sucursal de la carnicería "Cabaña La Amistad" del barrio Centenario y tener ingresos promedios por la suma de $129.000 mensuales. Reseña gastos fijos por la suma de $ 25.000 correspondientes a la cuota del colegio ICADE al que acude V., con más los gastos propios del sostenimiento familiar.

En el aspecto sanitario se hace constar que los alimentados poseen obra social provista por el padre. La Sra. Durso posee cobertura médica prepaga de Sancor Salud.

Se consigna que la joven Martina concurre a control médico por problemas de tiroides pero no se encuentra medicada y que V. presenta problemas auditivos, señalando que ha sufrido la  pérdida del 60% de audición en un oído. 

En la evaluación del caso la Sra. Perito dice que la Sra. Durso convive con sus tres hijos, que las condiciones habitacionales resultan favorables, sin revestir indicadores de vulnerabilidad. 

Del informe socioambiental practicado en el domicilio de demandado  surge que este reside en una vivienda ubicada en zona céntrica de la ciudad, emplazada en calle Estrada N° 1230. La vivienda fue cedida en préstamo de uso por su padre y una prima del mismo, propietarios del inmueble; el hogar presenta óptimas condiciones de conservación y habitabilidad.


El Sr. Maza se desempeña como maestro heladero en la empresa propiedad de su familia, Fábrica de Helados "La Fe"; declarando un ingreso neto mensual de $219.000. 


Expone ser propietario de un vehículo marca Chevrolet Spin modelo 2017 y un utilitario marca Renault Kangoo modelo 2008 que conduce la Sra. Durso. 

Menciona gastos mensuales, además de los propios del sostenimiento del hogar, cuota alimentaria que aporta mensualmente en relación a sus tres hijos, valuada en $15.000; $18.000 respecto a la cuota de la escuela Nuestra Sra. del Huerto donde concurre sus hijo A. y $4.000 de cuota del club donde su hijo V. concurre a práctica de Rugby. Asimismo entre las erogaciones reseña cuota de crédito PROCREAR por la suma de $2.500 mensuales para la compra del terreno y la edificación de la vivienda familiar en la que actualmente reside la actora. El grupo familiar posee obra social OSAM solventada por el demandado.

Sin duda que los elementos probatorios allegados a la causa por ambas partes fueron exhaustivamente evaluados por el operador de grado para alcanzar una decisión no siempre sencilla, en tanto se encuentran en juego los intereses de los menores y la situación económica de sus progenitores.
Sin embargo algunas circunstancias invocadas por el demandado son ciertas: del acta de escucha de los menores el magistrado tuvo por acreditado que la actora se encontraba desempleada, sin embargo con posterioridad se practicó el informe socioambiental (9-3-2023) de cual surge que la Sra. Durso trabaja como cajera en una sucursal de la carnicería "Cabaña La Amistad" del barrio Centenario, declarando tener ingresos promedios por la suma de $129.000 mensuales. También es cierto que sus hijos no conviven todos los días de la semana con la progenitora. Es que si bien es del informe de la Asistente Social la misma concluye que la Sra. Durso reside con sus tres hijos, ello además de no surgir de la entrevista, se contrapone con lo expuesto por los menores en la entrevista (29-11-2022) y en el propio libelo de demanda en el cual la actora manifiesta tener con el progenitor un régimen de cuidado personal compartido indistinto en cual los niños residen los días lunes y martes y fin de semana por medio (sábado y domingo) con el señor Maza.
A partir de ello y a los argumentos que emitiré a continuación, es que entiendo que la situación fáctica así planteada exige un reexamen de las cuestiones ventiladas, y que si bien es cierto que ha de hacerse lugar a un pedido de fijación de cuota alimentaria, hay que analizar la extensión y la modalidad de la misma. 

Así, para la determinación del quantum de la cuota "Es necesario utilizar tres técnicas de apreciación de la situación económica y social del alimentante y del alimentado. La primera se centra en sus respectivas actividades, que no solo refieren a operaciones productivas, comerciales o laborales de los sujetos sino también a actividades de cualquier otra índole, que resulten reveladoras o indiciarias de la situación económica o social de las partes. La segunda alude al sistema de vida de las partes, lo que presupone un examen global del modus vivendi, configurándose un indicativo relevante especialmente aquellas situaciones en las que no es posible determinar el estado patrimonial de las partes y la tercera técnica de apreciación se vincula a los ingresos del progenitor que convive con los niños. Dato este que sirve para formarse un juicio mas exacto de la situación económica y social del alimentado. En el fondo campea la presunción de que el alimentado coparticipa de la realidad económica del progenitor que lo tiene a su cargo cargo" (Ac. 101337 SCBA Comentado en " Derecho de Familia" de Scaraffia, Morea, Aranda, pág. 21). 
"Como puede advertirse, en materia de derecho de alimentario, al igual que en la rama laboral, prima con fuerza el principio de la primacía de la realidad que llama a apreciar los hechos constitutivos de las pretensiones de las partes, acordándole preferencia a los datos que emergen de la realidad fáctica por sobre aquellos que surgen de las constancias formales" (conf. Scaraffia, Morea, Aranda, ob. cit.).
Por un lado ha quedado acreditado que la actora se desempeña como empleada en una sucursal de la carnicería "Cabaña La Amistad" del barrio Centenario, declarando ingresos por $129.000, lo que le permite en cierto modo proveerse de medios para subrogar los gastos de los menores, además de la obligación indiscutida del padre, porque ha de recordarse que la obligación pesa sobre ambos progenitores (art. 658 CCyC). Aunque es de presumir que hay ciertos gastos de quien convive con los niños que resultan importantes en la vida cotidiana y que no obtienen su adecuada contraprestación. Adunando que no posee bienes muebles o inmuebles a su nombre.

Ha de evaluarse también que A. M. asiste al Colegio Nuestra Señora del Huerto y el menor V. M. al Colegio ICADE -en ambos se abona cuota mensual- y que la edad de los mismos (8 y 15 años) hace presumir nuevos y mayores gastos. A su vez, Martina (18 años) ha terminado el colegio y según se desprende del memorial se encuentra próxima a empezar los estudios universitarios. 
Por su parte ha quedado probado que el demandado trabaja como maestro y/o oficial heladero en la empresa propiedad de su familia, Helados "La Fe"; declarando un ingreso neto mensual de $219.000 a la fecha de realización del informe socioambiental (9-3-2023), que le provee a los tres hijos tenidos con la actora la obra social, que la vivienda donde vive es propiedad de su padre y su prima según el informe ambiental. También se verifica que posee inmueble a su nombre (v. contestación de oficio 19-5-2022), que es propietario de 3 motocicletas modelos 1997, 2014 y 2021 y de 2 automóviles modelos 2008 y 2017 (v. informe nominal acompañado el 18-3-2022). 
La pretensión de reducir la cuota por el obligado y la queja desplegada en tal sentido, se basó por un lado, en que el a-quo fija como cuota alimentaria más de lo que pide la actora afectando el principio de congruencia, la garantía constitucional de defensa en juicio y vulnerando su derecho patrimonial. 

Al respecto considero que si bien la congruencia es la necesaria conformidad que debe existir entre la sentencia y las pretensiones deducidas en un juicio, tal como ha quedado trabada la litis en el caso, el juzgador al fijar una cuota superior a la solicitada por la actora no ha vulnerado el principio de congruencia invocado. Ello así, toda vez que este aspecto no hace a lo esencial de las pretensiones esgrimidas, que en el caso de la actora es la condena al demandado al pago de alimentos a su favor y en relación a este último, la improcedencia del reclamo. 

"...Ello porque el principio de congruencia, en cuanto al objeto de la prestación se refiere, no juega con rigidez en esta materia, en consonancia con la facultad del actor de estimar provisoriamente en la demanda el monto pretendido. Máxime si nos encontramos ante una deuda de "valor" donde el sentenciante puede apreciar lo "equitativo" de la prestación alimentaria a imponer, al momento de dictar sentencia (conf. art. 641 del CPCC)" (conf. CC0000 NE 9457 111 (S) S 12/11/2013). 
Pero por otro lado, se invocó por el demandado que sus hijos conviven con él los lunes, martes y sábados y domingos por medio, que la accionante trabaja y que no se consideró el aporte en especie de la vivienda que fuera asiento del hogar conyugal, lo que efectivamente ha sido acreditado. Con lo cual ciertamente han de considerarse estos factores al momento de graduar la cuota de alimentos.

No obstante lo expuesto anteriormente, y como contrapartida debo reparar en los argumentos expuestos por la accionante vinculados al nivel del vida del alimentante y la posición que realmente ocupa en la empresa familiar, mediante los cuales pone de manifiesto que el accionado tendría ingresos, distintos de los que surge del recibo de sueldo. 

Ello así, analizada toda la prueba producida en autos (entre ella, documental, informativa y testimonial) y acudiendo a prueba indirecta o indiciaria, no resulta verosímil que uno de sus hermanos figure como director suplente de la empresa (v. contestación de la Dirección Provincial de Personas Jurídicas de la Provincia de Buenos Aires del 20-5-2022) y él ocupe la posición de oficial heladero, sin que tal desigualdad tenga algún motivo que surja de la causa o de los dichos del propio demandado; máxime cuando existen testigos contestes en que con su hermano están a cargo de la heladería, reforzado ello con la prueba documental en donde su propio padre, Raúl Mazza, en una entrevista con el diario La Opinión de Pergamino declara que "Hoy la empresa está a nombre de mis hijos" (v. contestación de oficio de fecha 17-3-2022). Asimismo, el demandado resulta ser titular de 3 motocicletas, 2 automóviles, un inmueble, es corredor de karting (v. documentación acompañada el 24-2-2022), manda a sus hijos a escuela de educación privada, abona obra social OSAM y tiene a su cargo el pago de diversos préstamos, lo que en modo alguno sostengo puede ser acorde a los ingresos declarados por el accionado ($219.000 en marzo de 2023) y al sueldo expresado en el recibo acompañado, emitido por la misma empresa familiar (v. $ 78.910,42, recibo octubre 2021 documental acompañada el 30-11-2021). 

En ese contexto, analizado la totalidad del plexo probatorio recabado a la luz de las reglas de la sana crítica (art. 384 CPCC), llego a la conclusión de que existe una situación ambigua en cuanto a los verdaderos ingresos del demandado y al rol que el mismo ocupa en la empresa, los que no estarían hipotéticamente representados por el sueldo que éste manifiesta percibir en la heladería "La Fe".

Dicho ello, me adentro seguidamente al examen del agravio relativo a establecer un porcentaje o método de actualización a la cuota alimentaria fijada en pesos y en especie. Sobre ello adelanto que estimo conveniente establecer un porcentual sobre el salario del obligado al pago, suma que se descontará por el empleador y se depositará mensualmente en una cuenta de autos, independientemente de los pagos en especie consistente en obra social y colegio de los menores.

Esta modalidad que ha sido fijada en reiteradas oportunidades por este Tribunal conjura contra la proliferación de incidentes de reajuste de cuota dado que permite su adecuación permanente y responde asimismo a la necesidad de evitar los perjuicios derivados de la desactualización de la cuota mensual. Sobre la conveniencia de tal metodología en supuestos de ingresos estables, se ha expedido en numerosas ocasiones esta Alzada (confr. causas Nº 794 RSD 20/11, Nº 1593 RSD  29/13; N° 4846 RSI 20,ent. ots.).

"La principal ventaja de este mecanismo radica en el hecho de que se provee a los sujetos de la relación alimentaria una pauta de actualización automática del monto de la cuota, fundada en la vinculación presunta entre la variación del importe de los gastos y la variación del importe del ingreso. Esto evita que las partes deban tramitar sucesivos incidentes de aumento de cuota alimentaria u homologaciones de convenios modificatorios por la depreciación de la moneda. Motivo por el cual su adquiere gran importancia en épocas inflacionarias". (Scaraffía, Morea, Aranda. Derecho de Familia. Talleres Gráficos Sopeña, 2015, pág. 35). 
Ahora bien, conforme lo expuesto, como se ve la situación no es sencilla, las necesidades de los dos menores y de Martina son importantes y ha de velarse por el supremo interés, dentro de un marco de razonabilidad.

Ello así me encuentro con que la suma fija impuesta al tiempo del resolutorio apelado ($75.000), sin contar la cuota en especie, equivalía a un 34,3% aproximadamente del haber neto que declaró percibir el demandado ($219.000).
Consecuentemente, evaluadas la totalidad de las constancias, pruebas y escritos, propongo al Acuerdo establecer la cuota alimentaria fijada pesos en un porcentaje del 34,3% del haber neto percibido mensualmente por el alimentante en favor de los tres hijos, suma que se descontará por la empleadora y se depositará mensualmente en una cuenta de autos, con más el pago de la obra social y la cuota del Colegio al que asisten los hijos menores de edad.

Finalmente, la accionante se agravia acerca del rechazo en la fijación de una cuota extraordinaria consistente en el pago del 50% de los gastos extraordinarios que se susciten en la vida de los niños.

Sobre ello, primeramente debo marcar que se halla vedado a este Tribunal tratar las cuestiones novedosas introducidas por el mismo en esta sede que no fueran propuestas a conocimiento del juez primero (art. 272 del CPCC). En este último tipo de cuestiones denominadas novedosas enrolo los gastos mencionados en el memorial (viajes escolares, cumpleaños, inicio de clases, gastos médicos que no cubran la obra social), los cuales no fueron así planteados ante el juez de primera instancia, y respecto de los cuales esta Alzada no puede expedirse, en tanto sólo hizo una mención especifica a los tratamiento de ortodoncia de Martina y terapia de los niños, más allá de la referencia genérica a los gastos. 

Dicho ello, cabe señalar que la cuota alimentaria se fija para atender a las necesidades ordinarias de la vida, es decir a las que se suceden regularmente de acuerdo a las circunstancias de la alimentada al momento de fijarla. Sin embargo, pueden subvenir necesidades que no aparecen cubiertas por la cuota ordinaria, por cuanto no fueron previstas al momento de establecerla. Basado en ello, se considera procedente, reclamar una cuota extraordinaria de alimentos para enfrentar dichas necesidades sobrevinientes (conf. Bossert, Gustavo “Régimen Jurídico de los Alimentos”, Edit. Astrea, 2da. Edic. actualizada, pág. 537).

En efecto, la cuota extraordinaria se halla destinada a satisfacer en forma concreta determinadas necesidades de la alimentada originadas en gastos imprevistos y también aquellos que fueran previsibles, pero que no acostumbran a suceder asiduamente (v. Campos, Roberto D, “Alimentos entre cónyuges y para los hijos menores”, Hammurabi, pág. 172/173).

En virtud de ello, es que puede sostenerse que la determinación de qué se considera un gasto extraordinario es casuística, debiendo calificarse en cada situación particular (Sala Segunda de la Cámara Segunda de Apelación, causa 131146, RSD, del 22-3-2022)

En este orden de ideas, estimo que ante la mera alegación de gastos extraordinarios relativos al tratamiento de ortodoncia de la joven Martina y la terapia de los niños, desprovistos ambos de todo sustento probatorio, sumado a que como se señaló anteriormente la determinación de qué se considera los gastos extraordinarios es casuística, entiendo que no puede hacerse lugar a la queja esgrimida en este punto, confirmando del rechazo decidido por el Juez de Familia relativo a la fijación de una cuota extraordinaria. 

Adunando a lo anterior, que dada la naturaleza de la cuestión, esto es, que la prestación de alimentos dispuesta por sentencia judicial no hace cosa juzgada material y puede ser modificada si cambian las circunstancias que le dieron origen siempre, le cabe a la parte la posibilidad de replantearla ulteriormente.

En cuanto a las costas de Alzada, cabe recordar que es criterio sostenido que en materia de alimentos, tales erogaciones son en principio a cargo del alimentante pues de lo contrario se desvirtuaría la esencia de la prestación, al gravarse cuotas cuya percepción se presume como una necesidad de subsistencia (art. 374 del Código Civil) (cfr. causas C-6376, RSD 36/08; Nº 735/10 RSD 11/11; Nº 1571/12 RSD 51/13; Nº 2020/14 RSI 39/2014, ent. ots.) Es que se trata de resguardar la incolumnidad que debe guardar la prestación debida en razón de su destino. Por ello, para apartarse de este principio, es necesario que la parte alimentada haya obrado sin razón o con una negligencia manifiesta al formular su pretensión" (cfr. Cám. Civ. y Com. sala 2 SM causa 58119 RSD 193/06; JUBA B 200360). Y no es éste el caso.
Por las razones dadas, citas legales de referencia y con el alcance indicado,

VOTO POR LA AFIRMATIVA.
A la misma cuestión la señora Jueza, Dra. Graciela Scaraffía por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.

A la segunda cuestión el señor Juez, Roberto Manuel Degleue dijo: De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es: 

Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por la parte actora, y en su mérito modificar la sentencia apelada, fijando la cuota que el demandado debe pagar en concepto de alimentos para Martina Maza, V. M. y A. M., en 34,3% del haber neto percibido mensualmente por el alimentante en favor de los tres hijos, suma que se descontará por la empleadora y se depositará mensualmente en una  cuenta de autos, con más el pago de la obra social y la cuota del Colegio al que asisten los hijos menores de edad, confirmado en todo lo demás el fallo de primera instancia.

Rechazar el recurso de apelación deducido por el demandado.

Costas de Alzada al alimentante (arts. 68 y 69 C.P.C.).

Diferir la regulación de honorarios de las letradas intervinientes para su oportunidad (art. 31 Ley 14.967).

ASÍ LO VOTO. 
A la misma cuestión la señora Jueza, Dra. Graciela Scaraffía por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente;

S E N T E N C I A:

Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por la parte actora, y en su mérito modificar la sentencia apelada, fijando la cuota que el demandado debe pagar en concepto de alimentos para Martina Maza, V. M. y A. M., en 34,3% del haber neto percibido mensualmente por el alimentante en favor de los tres hijos, suma que se descontará por la empleadora y se depositará mensualmente en una  cuenta de autos, con más el pago de la obra social y la cuota del Colegio al que asisten los hijos menores de edad, confirmado en todo lo demás el fallo de primera instancia.

Rechazar el recurso de apelación deducido por el demandado.

Costas de Alzada al alimentante (arts. 68 y 69 C.P.C.).

Diferir la regulación de honorarios de las letradas intervinientes para su oportunidad (art. 31 Ley 14.967).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría (Ac. 4013 y mod. SCBA) remitiéndose copia digital de la presente sentencia a los domicilios electrónicos de las respectivas partes. Devuélvase.
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